
Cuatro o cinco hombres ingresan a una barbería
en la comuna de Conchalí, en la Región Metropoli-
tana. Pasan algunos minutos y salen, pero ahora
hay uno más. Vienen tironeando al dueño del nego-
cio, se les ve caminar hasta un automóvil, pero su
destino final se desconoce. La escena fue captada
por una cámara de seguridad ubicada en el sector
del pasaje Cardenal José María Caro. 

Primero, llegaron funcionarios de Carabineros
alertados de lo sucedido; poco después, detecti-
ves de la Brigada de Investigaciones Policiales
Especiales (BIPE) Antisecuestros de la Policía
de Investigaciones (PDI). La Fiscalía Metropoli-
tana Centro Norte había optado por esta unidad
para encabezar las pesquisas, dada su experien-
cia en este tipo de delitos.

Según los antecedentes reunidos en la indaga-
toria, todo esto comenzó la noche de este jue-
ves, tras la denuncia de un trabajador de la
barbería. El dependiente relató que ese día
cuatro hombres armados ingresaron al local,
amenazaron a los clientes y se llevaron al dueño
dentro de un vehículo, aunque antes, agregó,
robaron diversos objetos del lugar.

Este medio consultó a los investigadores
sobre el avance de las diligencias para encon-
trar a la víctima, pero se indicó que se trabajaba
de manera reservada justamente para no frus-
trar las pesquisas.

Mientras que el general director de Carabine-
ros, Enrique Monrás, quien participaba ayer de
una actividad pública, al preguntársele por el
plagio, solo reiteró escuetamente que el hecho
ocurría “en el interior de una barbería, que es
asaltada y, posteriormente, se secuestra a una
de las personas”. La ministra del Interior, Caro-
lina Tohá, por su parte y sin entrar en mayores

detalles, aseguró que los secuestros son “un
tema de gran preocupación”.

El plagio no es el primer delito violento ocurrido
en los últimos días en la comuna de Conchalí. Hace
cerca de una semana, la policía informó de un
turbazo que afectó la casa de un adulto mayor
(82), el que fue intimidado y golpeado por ocho
asaltantes. Los ladrones, según el relato de testi-
gos, portaban armas de fuego y actuaron a rostro
descubierto. 

SU NEGOCIO, ADEMÁS, FUE ASALTADO: 

Indagan el secuestro del dueño de una
barbería en la comuna de Conchalí 

CÁMARAS .— Un video de cámaras de seguridad del
sector permite ver cómo cuatro o cinco hombres sacan
al dueño de la barbería y lo suben a un automóvil, ale-
jándose del lugar. 

Aunque hubo algunos traspiés, el 7° Juzgado
de Garantía de Santiago declaró admisible la
querella que el titular de esa magistratura, Da-
niel Urrutia, presentó contra los ministros de las
Corte de Apelaciones de Santiago, Verónica
Sabaj y Antonio Ulloa por prevaricación, tráfico
de influencia y cohecho, quienes poseen chats
con el abogado Luis Hermosilla, ya formalizado
en el caso Audio y en prisión preventiva, sobre
nombramientos judiciales y causas.

La acción se ingresó luego de que un reportaje
de The Clinic divulgara en los últimos días la
mensajería de Sabaj con Hermosilla. La ministra
hoy se encuentra suspendida de su cargo, enfren-
ta un sumario y un proceso de remoción, que fue

diferido mientras se resuelve la indagatoria
disciplinaria. También respecto de su par, Ulloa,
se ordenó un sumario. No se conocen chats del
juez con Hermosilla, pero él ha reconocido públi-
camente que tuvo conversaciones con el penalis-
ta en el marco de su nominación al cargo y tam-
bién posteriores.

Había estado pendiente la admisibilidad de la
querella dado que distintos jueces, compañeros
de tribunal de Urrutia, se inhabilitaron para
resolver, ya fuera por su cercanía u otras causa-
les establecidas en la ley. Ahora, la acción penal
se sumaría a otra que investiga la Fiscalía Metro-
politana Centro Norte, pero que solo involucraba
a la ministra Sabaj.

La mensajería de la magistrada daría cuenta de
que él la ayudó en su nominación al cargo en la
corte, lo que ella le habría sido retribuido con
algunas gestiones, incluidas asesorías en estrate-
gias jurídicas, por ejemplo. 

Entre las conversaciones de Sabaj con Hermosi-
lla hay una que se refiere al juez de garantía. “Inte-
grarás la próxima semana?’, pregunta el penalista,
y la magistrada responde que sí. 

Hermosilla le comenta que “acaba de salir Dese
cuenta. Causa Urrutia. Martes 5, sexta sala. En ti
confío”. A lo que ella le comenta: “Lepin está fijo.
Es mi amigo”, en referencia al abogado integrante
Cristián Lepin, puntualizando que “es súper de
derecha” y, agrega, que pidió que “se quedara en
mi sala”. 

“Recusación contra Urrutia en causas contra SP
y ministros”, dice Hermosilla, y Sabaj contesta
“perfecto”. Con SP, el abogado hacía alusión al
expresidente Sebastián Piñera. 

SABAJ YA ERA INDAGADA POR FISCALÍA Y SE SUMARÍA ULLOA: 

Ministros de Corte de Santiago 
enfrentan nueva querella, tras declararse
admisible acción de juez Urrutia

Verónica Sabaj, ministra del tribunal de alzada ca-
pitalino, es indagada administrativa y penalmente. 

“Tengo que descuidar algunas tareas
propias de mi rol porque tengo dema-
siado que hacer”, “a menudo me siento
presionado a simplificar el razonamien-
to en mis sentencias, para poder avan-
zar de manera eficiente”, “existe ten-
sión o enfado en los grupos de trabajo
en los que participo”. 

Se trata de tres afirmaciones, entre la
treintena de preguntas y frases con las
que se debe estar de acuerdo o en desa-
cuerdo, incluidas en una encuesta con la
que se buscó determinar las cargas de
trabajo en el Poder Judicial, aquello,
mediante la percepción de los propios
jueces y analizando el modelo institu-
cional utilizado para esa medición. 

El resultado, en general, no fue bue-
no: la mayoría de los jueces —respon-
dieron 866 personas— percibe que la
sobrecarga laboral está afectando “gra-
vemente” la calidad de la justicia, según
indica un estudio del Centro de Investi-
gación de Derecho y Sociedad de la Uni-
versidad Adolfo Ibáñez (UAI), por en-
cargo de la Asociación Nacional de Ma-
gistradas y Magistrados (ANMM). 

¿Las razones? Resulta usual que los
jueces afirmen, por ejemplo, que deben
“simplificar” las sentencias para avan-
zar “eficientemente”, lo que “tiene efec-
tos perjudiciales en dimensiones signi-
ficativas de la justicia”, dice el estudio.
Además, el clima laboral también se ve
afectado por estas prácticas, agrega. 

Uno de los responsables del docu-
mento, el profesor UAI Ricardo Lillo,
sostiene que este ambiente de estrés
constante “no solo deteriora la calidad
de las decisiones judiciales, sino que
también debilita la cohesión y el bienes-
tar del grupo de trabajo, creando un cír-
culo vicioso que compromete aún más
la capacidad de los tribunales para ope-
rar de manera eficiente y justa”.

Malos indicadores en acceso
y confianza en la justicia

Este deterioro, plantea la presidenta
de la ANMM, Mariela Hernández, “es-
tá estrictamente relacionado con la
oportunidad: una justicia lenta no es
justicia. Hace años que lo venimos seña-
lando, las materias más complejas, don-
de más sobrecarga existía, y queremos
ser enfáticos en que no son consecuen-
cia de la pandemia, eran tribunales civi-
les, laborales y familia; sin embargo,
hoy tenemos retraso también en mate-
ria penal, en especial los juicios orales”.

Por ello, precisa, era “indispensable
hacer una evaluación real de las cargas
de trabajo” y, tras constatar esta reali-
dad, “urge el aumento de jueces y la
creación de nuevos tribunales; la ciuda-
danía no puede seguir esperando, y la
responsabilidad no es de las juezas y
jueces”, puntualiza.

Lillo, en su calidad de experto en re-
formas a la justicia, comenta que “mani-
festaciones concretas de los problemas
de sobrecarga son justamente los malos
indicadores que existen hoy en temas
de acceso y confianza en la justicia”. 

“Una de las principales visiones ne-
gativas —añade— tiene que ver con
una dimensión que mide el retardo en la
justicia, esta percepción de que es lenta,
cara, y, entonces, inefectiva para resol-
ver problemas súper comunes de los
ciudadanos”. 

Clima de “enfado” y fechas
“imposibles de cumplir”

Un hallazgo del informe es que en los
juzgados de Familia “es donde se obser-
va una peor situación” —pese a que los
juzgados civiles tienen más causas pen-
dientes—, así como que tanto en aspec-
tos interpersonales como en la presión a

la cual se ven expuestos, por la eficien-
cia y escasez de tiempo, “se pudo obser-
var una relación perjudicial respecto a
la carga de trabajo”.

Aquello se traduce, entre otras cosas,
en una percepción de “enfado o ten-
sión” en los grupos laborales. Se trata
de un clima que también se evidencia
en respuestas relativas a la relación en-
tre causas pendientes y la presión que
sienten “para alcanzar fechas imposi-
bles de cumplir”.

“Esta misma situación la observamos
con las preguntas de sentirse presiona-
dos para trabajar largas horas, para tra-
bajar rápidamente o que soportan pre-
siones poco realistas en materia de
tiempo”, sostiene el documento. Lo

mismo ocurre, añade, con la aprecia-
ción de que para cumplir estas metas se
hace necesario “descuidar tareas pro-
pias del rol de juez”, al tener demasia-
das cosas que hacer, o que tales situacio-
nes afectan la calidad de la justicia. 

Para Hernández, en el ámbito de Fa-
milia “el impacto es mayor por la can-
tidad de leyes que se han dictado en los
últimos años, sin aumento de dotación
ni de jueces. Hemos celebrado leyes
absolutamente necesarias en este ám-
bito; sin embargo, si vienen sin finan-
ciamiento, generan más crisis de la que
ya teníamos”.

Lillo agrega que estos tribunales “se
ven particularmente afectados por dis-
tintas cuestiones, desde la naturaleza de

los asuntos a su cargo como por recien-
tes modificaciones que han hecho que la
demanda por la justicia de familia haya
crecido; por ejemplo, se puede pensar
en el tema de pensiones de alimentos,
que generó un atochamiento importan-
te relacionado con los retiros de fondos
de pensiones”. 

Causas en espera y
distribución del trabajo

El volumen de causas pendientes y
sentencias atrasadas —este índice no
fue considerado para los tribunales pe-
nales, ya que por su naturaleza no de-
biera tener estos casos—, además del
número de horas que los jueces dedican
al trabajo, y cómo estas se distribuyen
entre audiencias, resolu-
ciones de mero trámite y
trabajo administrativo o
gestiones de despacho ju-
dicial, fueron la base de la
encuesta con la que se de-
sarrolló el estudio —a car-
go, además de Lillo, de los
profesores Javier Wilen-
mann y Bernardo Lara.

¿Algunos resultados? Cerca del 30%
dijo tener más de 500 causas en espera,
siendo los más estresados los juzgados
civiles y los juzgados de competencia
común; además, en los juzgados de Fa-
milia, casi un cuarto de los magistrados
expresó estar en esa misma situación. 

Las jurisdicciones más complicadas
son Copiapó, Valparaíso y Puerto
Montt, mientras que aquellas con el me-
nor volumen de causas pendientes son
Punta Arenas y San Miguel. 

Según el informe, la pregunta por
sentencias atrasadas “parece no ser sig-
nificativa”, ya que cerca de la mitad de
los encuestados dijo tener menos de 20
fallos en ese estado. 

¿Y la distribución del tiempo? Un
49,31% señaló que trabajaba entre 45 y
55 horas semanales, y más de un tercio
sostuvo que su jornada, en ese mismo
período, era de 60 horas o más. En tan-
to, 45,5% respondió que destina entre
25 y 30 horas a audiencias, y 40,8%, que
dedica 10 o más horas a la semana a tra-
bajo administrativo. 

También existió un espacio en la en-
cuesta para respuestas abiertas, donde
la mayoría de los comentarios reflejaron
un “descontento generalizado” respec-
to de la carga de trabajo, “fuertemente
relacionado” con la falta de personal. 

Así, algunos testimonios dicen que
“no puede ser que existan tribunales
que de manera permanente requieran
jueces destinados para sacar adelante la
carga laboral”, o que la carga de trabajo
“no guarda necesariamente relación
con el número de juicio o audiencias, si-
no su extensión y complejidad”. 

Eficiencia por sobre calidad
de las sentencias

En los juzgados penales, precisa el es-
tudio, “se observa una mejor evalua-
ción de aspectos relacionales (…), pero
persiste una visión crítica respecto a las
circunstancias en las cuales desarrollan
su quehacer profesional”. Así, los jue-
ces de garantía también muestran “una
visión crítica respecto a la presión a la
que se ven expuestos”, con 45,9% de los
encuestados señalando “no tener tiem-
po suficiente para estudiar las causas de
manera adecuada”, y las consecuencias
de ello para el “correcto funcionamien-
to de la justicia”.

“Si bien existe una visión negativa
respecto al efecto que tiene la eficiencia
sobre el quehacer profesional, la posi-
ción que se observa es menos crítica o
problemática de lo que se aprecia en
otros tribunales (particularmente en
Familia, Civil y los Tribunales de Com-
petencia Común)”, añade.

Así, un 67,5% de los encuestados dio
como cierto que deben simplificar el ra-
zonamiento de sus sentencias, con mi-
ras a poder avanzar de manera eficien-
te, al igual que ocurre con los otros tri-
bunales analizados —Familia, Civil y
de competencia común—, donde estos
niveles son cercanos al 80%. 

Modelo no permite calcular
real carga laboral

Respecto del modelo de la Corpora-
ción Administrativa del Poder Judicial
(CAPJ), el estudio concluye que “no mi-
de realmente la carga de trabajo en ma-
teria de tiempo”, sino que evalúa “dife-
rencias en la asignación de jueces” se-

gún variables internas y ex-
ternas. 

Aquello se traduce, plan-
tea, en que la estrategia “se
orienta a objetivos internos
de corto plazo (reemplazos)
y externos (solicitud de re-
cursos)”.

Lillo explica que la prin-
cipal debilidad del modelo es “su inca-
pacidad para cuantificar realmente el
volumen de carga de cada tribunal y de
cada juez”. “Esto impide realizar medi-
ciones reales de sobrecarga, comparar a
nivel de jueces y conocer la forma en
que la sobrecarga de trabajo impacta en
el trabajo de la justicia”, precisa. 

Familia sería el ámbito más impactado, según estudio: 

Magistrados perciben
grave deterioro de 

la justicia por recarga de
causas en los tribunales 

ALEJANDRA ZÚÑIGA 

Algunos hallazgos de la encuesta son que un alto número de jueces, de distintas
materias, dice que debe simplificar sus decisiones en pos de la eficiencia, así

como que se siente presionado con metas “poco realistas” de tiempo.

Las últimas reformas en materia de Familia explicarían, en parte, que los magistrados de
estos tribunales sean los más críticos con la distribución de la carga laboral.

‘‘Hace años que lo
venimos señalando, las
materias más complejas,
donde más sobrecarga existía,
y (…) no son consecuencia de la
pandemia, eran tribunales
civiles, laborales y familia”.
................................................................................

MARIELA HERNÁNDEZ
PRESIDENTA ASOCIACIÓN CHILENA DE MAGISTRADAS Y
MAGISTRADOS

‘‘El alto volumen de
trabajo no solo deteriora la
calidad de las decisiones
judiciales, sino que también
debilita la cohesión y el
bienestar del grupo de trabajo,
creando un círculo vicioso”. 
................................................................................

RICARDO LILLO
PROFESOR U. ADOLFO IBÁÑEZ 

PENDIENTES
Cerca del 30% de los

encuestados dijo tener
más de 500 causas en

espera.
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